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Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el defensor  del sentenciado LUIS FERNANDO FLÓREZ BEDOYA, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual se le negó el sustituto de la prisión domiciliaria.  

1.- PROVIDENCIA 

El a quo tuvo en cuenta que el señor FLÓREZ BEDOYA había sido condenado por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) a la pena de treinta y cuatro (34) meses y veinte (20) días de prisión, por la comisión del delito de homicidio, previo reconocimiento de haber actuado en estado de ira.

De la visita familiar practicada por la trabajadora social, se extractaba que el sentenciado convivía con la señora LEYDI BIBIANA SALAZARA, de cuya unión existía una menor de dos (2) años de edad. También, tenía un hijo de trece (13) años, que vivía con su abuela paterna y, además, había asumido la responsabilidad de un hijo de la compañera de tres (3) años de edad.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 461 de la Ley 904 de 2004, se podía sustituir la ejecución de la pena en los casos contemplados en el artículo 314 ídem, en particular para la madre cabeza de familia y en ausencia de ella, al padre. Para el caso particular, precisamente la madre no estaba ausente sino que estaba al cuidado de los menores. Así las cosas, el sentenciado no tenía la condición de padre cabeza de familia.

El legislador había condicionado la concesión del beneficio a que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permitiera al juez deducir seria y fundadamente que no se pondría en peligro a la comunidad y que no evadiría el cumplimiento de la pena. Por ende, se imponía el estudio para establecer la conveniencia o no de su concesión. Así, el requisito subjetivo no se cumplía ya que la naturaleza del delito cometido, donde se exterminó la vida de otro ser humano, por las razones o justificaciones ya estudiadas en la sentencia y que lo favorecieron en su momento al obtener una reducción punitiva, no permitían que automáticamente se concluyera la no necesidad de la ejecución de la sanción, por la modalidad y gravedad del delito.

No podía desconocerse que la vida es el valor más preciado que tenemos y en el caso estudiado, no se podía dejar la conducta cometida sin un castigo que guarde simetría de justicia con la magnitud del daño causado, porque no se trataba de tornar al victimario en víctima para perdonarle su ilícito actuar, sino por el contrario aceptar y compensar un poco la situación por él vivida y que se concluyó fue factor determinante en la realización del hecho criminoso.

Si bien era cierto que en la fase investigativa se le había concedido la detención domiciliaria en vista de carecer de antecedentes y haber indemnizado a las víctimas, no lo era menos que la ejecución de la pena es un concepto cualitativamente distinto ya que tiene la connotación de castigo y debían cumplirse los fines previstos para ella, que no se reducen únicamente a la resocialización, sino que comprendían la prevención general y especial, en especial por cuanto el sentenciado hizo gala de una inesperada reacción violenta que así estuviera caracterizada por la ira, de todas maneras desbordó el ordenamiento jurídico, sin que fuera de recibo que las discrepancias entre seres humanos debieran zanjarse mediante la eliminación física del otro. El penado sabía de sus obligaciones con sus hijos y esa sola consideración debió haber bastado para hacerlo desistir de su insano propósito.

De otro lado, de concederse lo pedido, se estaría enviando un mensaje dañino en el sentido que acabar con la vida humana era válido porque en últimas el castigo a recibir sería casi inoperante. No se podía legitimar la justicia por propia mano, la vindicta personal; además, al procesado se le había otorgado una rebaja de pena por la aceptación de los cargos y se le había negado la suspensión condicional de la ejecución de la pena, cuyas razones eran valederas también para negarse la prisión domiciliaria y así se pronunció.    
2.- RECURSO 

2.1. El sentenciado.

Critica la posición del juez de primer grado cuando afirma que no reúne las condiciones para ser calificado como padre cabeza de familia. Para ello, dice que tiene dos (2) hijos con su compañera, pero se pasó por alto que tiene un tercer hijo de una unión anterior y que fue dejado a su cargo por la mamá desde hace mucho tiempo, lo cual lo hace padre cabeza de familia, ya que no sabe donde se encuentra su mamá quien no se preocupa por él. Todo ello está en el informe de la trabajadora social que rindió un concepto favorable, el cual solicita sea tenido en cuenta. Tal hijo vive con su abuela (paterna) y es tan importante como su otra hija.

Por otro lado, su compañera sentimental padece de fibrioquística -sic- en el seno y por tal motivo no puede trabajar y hacerse cargo de la niña. Su tratamiento tiene un costo de $400.000 el cual sólo podría ser pagado si se le concede la prisión domiciliaria.

Solicita también que se tenga en cuenta que no es un delincuente de carrera, que los hechos por los cuales resultó condenado fueron de momento y para salvar su vida, porque de otra manera el muerto habría sido él. Además, no quería matar, infortunadamente hirió a la otra persona en una ocasión, pero tal herida fue mortal. Señala además que en la etapa investigativa gozó de la detención domiciliaria y en ningún momento puso en peligro a la comunidad.

Señala que reúne los requisitos para acceder a la prisión domiciliaria ya que al ser su pena de 34 meses y 20 días de prisión, se encuentra por debajo del límite consagrado en el artículo 38 del Código Penal. En cuanto hace con el aspecto subjetivo afirma que no es sicario ni delincuente, se dedica a la tapicería y estaba trabajando cuando fue detenido. Tampoco pondría en peligro a su familia ya que los hechos ocurrieron muy lejos de su residencia y además, no tiene antecedentes penales.

2.2. El abogado defensor

El profesional que representa los intereses del sentenciado manifiesta que no se impugnó la negativa del Juez de la causa para conceder el subrogado de la condena de ejecución condicional porque el acusado era consciente de haber cometido un error que debía pagar y para evitar un mayor desgaste, debido a que ante el Juez ejecutor también se podían tramitar beneficios. La actitud por tanto no fue de conformidad sino de practicidad.

Advierte mucho rigor cuando se puntualiza que solamente se puede conceder la prisión domiciliaria al padre cuando la madre está ausente, sin tenerse en cuenta que en el nuevo sistema penal acusatorio la cárcel física estaba considerada como excepción y se daba mayor opción a la detención en la casa de habitación señalada por el procesado.

Hace alusión al concepto favorable presentado por la trabajadora social y a otra serie de soportes de la calidad humana del condenado, los cuales dice que rescata de la petición inicial, sin que ahora precise de cuáles se trata.

Desestima el criterio del señor Juez de instancia al referirse al trasfondo de la compra de sustancia prohibida como origen del incidente, para lo cual dice que si se mira con un poco más de cuidado su desarrollo, se puede establecer que en ningún momento se pudo establecer que el señor LUIS FERNANDO FLÓREZ mandó al hoy occiso ROJAS DUQUE a que le comprara el “perico”, que estaba muy claro quien era el que había mandado, persona que también estuvo detenida y fue la primera en ser liberada. Tampoco aparecía constancia en el sentido que su cliente hubiera hecho algún reclamo personal y concreto al fallecido sobre la timada que le hizo al consumidor del narcótico encargado. No hubo discrepancia entre víctima y victimario, pues fue el primero quien comenzó, atacó, oprobió, corretió y decidió agredir al segundo.

Señala que no busca que el victimario se convierta en víctima para perdonarle su actuar ni mucho menos mandar un mensaje de que acabar con la vida de alguien es válido, lo que se pretende es que la sanción le sirva para resocializarlo del todo, sin desvincularlo de su grupo familiar y de su actividad laboral. En el hogar del sentenciado, es cierto que la madre del menor está en casa, pero la ausencia del padre es otro ingrediente irremplazable para el desarrollo del niño, amén de la situación económica precaria por la reducción de los ingresos familiares, radicados en cabeza del papá.

Solicita la revocatoria de la decisión impugnada para que se conceda el beneficio implorado, máxime cuando ya no queda mucho tiempo por pagar y además el comportamiento del interno en el penal ha sido ejemplar.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Del análisis de las piezas procesales con que se cuenta para tomar la determinación que ahora se pide, encuentra la Sala que la condena que soporta el señor LUIS FERNANDO FLÓREZ BEDOYA, tuvo su génesis en la muerte violenta en quien en vida respondía al nombre de JHON EDISON ROJAS DUQUE, en hechos acaecidos en el municipio de Santa Rosa de Cabal  (Rda.) en la madrugada del ocho (8) de mayo de dos mil cinco (2005). Obra además, que los familiares cercanos del occiso fueron resarcidos en cuantía de $3.000.000 y que se llegó a un preacuerdo con la Fiscalía, el que también fue aceptado por los padres del fallecido, mismo que sirvió de base para que el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal profiriera la sentencia condenatoria pertinente, mediante la cual impuso la pena que ahora descuenta el sentenciado, donde de manera específica se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena por no satisfacer el factor subjetivo.

En el tema que ahora concita la atención de la Sala, vale la pena mencionar que  en lo que hace con la figura de la prisión domiciliaria, debemos recordar que el Código Penal la instituyó como sustitutiva de la de privación formal de la libertad, consistente en la posibilidad de que la ejecución de la sanción se cumpla en el lugar de residencia del sentenciado o en el lugar que el Juez determine, siempre que se llenen dos requisitos: objetivo
 y subjetivo
.

En el caso particular, lo objetivo se cumple a cabalidad, sin embargo, en lo concerniente con las condiciones personales del procesado no se puede dar un concepto de viabilidad, habida consideración a que los elementos de juicio con los cuales se cuenta en el plenario, conllevan a pensar que estamos frente a un individuo insensible y desprovisto de los más mínimos valores sociales que le permitan por el momento desempeñarse de manera normal dentro de la sociedad.

Se dice así, porque sin el menor recato, frente a una provocación surgida, decidió trenzarse en una riña que concluyó con el fatal desenlace que ahora le ocasiona estas consecuencias jurídicas. Es cierto que tal como se presentó el episodio de cara a la judicatura, el hoy occiso también contribuyó con su propio comportamiento pendenciero en el resultado concretado en su propia muerte; empero, esta es una circunstancia que ya fue reconocida en favor del reo, a tal punto que la pena impuesta aparece ínfima frente a la vulneración del bien jurídico tutelado: la vida.

En esas condiciones, la actuación desplegada por parte del señor FLÓREZ BEDOYA está muy distante del comportamiento esperado de un miembro de la sociedad, en especial porque la prohibición contenida en la ley penal de quitar la vida a uno de sus congéneres, de poco o de nada sirvió para refrenar su ímpetu y beligerancia.

No puede desconocer esta colegiatura, en consonancia con lo plasmado en el auto impugnado, que son varios los fines de la pena impuesta, y uno de ellos es precisamente la prevención general y especial que debe permitir que reacciones como las que ahora nos atañen, no se conviertan en acontecimiento reiterativo como manera de solucionar las divergencias que se presenten en el quehacer cotidiano de los integrantes de la comunidad. En aras de lograr tal finalidad se impone el cumplimiento de la pena intramural, porque además, no puede desconocerse que al transferirse al Estado la solución de los conflictos suscitados entre los particulares, éste debe propender por que haya una retribución justa frente a las transgresiones de la ley penal.

Debe quedar claro, de todas formas, que no es el hecho de haber cometido una conducta socialmente reprochable lo que hace improcedente la concesión del beneficio que ahora se solicita, pues si así fuera nunca habría lugar a su otorgamiento habida cuenta de que la comisión de un delito es situación en si misma reprochable. Lo que estudia la Sala en este tipo de análisis es algo que va más allá del comportamiento realizado y por el cual se le condenó, y consiste en la necesidad que se tiene de su cumplimiento en prisión, previa realización de un ejercicio mental de diagnóstico-pronóstico, es decir, un análisis de lo que puede llegar a suceder hacia el futuro, atendida la personalidad de la persona involucrada, con miras a determinar el potencial peligro social de concederse una salida del penal.

En este orden de ideas, no avizora la Sala con los elementos insertos en la foliatura la posibilidad de formular un diagnóstico favorable sobre la recuperación en condiciones diferentes a las intramurales. Se estima en ese sentido que es importante que el aquí sentenciado reciba un tratamiento penitenciario habida consideración a la agresividad demostrada en estos acontecimientos y a la clase de convivencia que venía llevando cuando gozaba de libertad e hizo mal uso de ella.

En el otro aspecto de la impugnación, es necesario hacer un recuento de la forma en que la protección especial constitucional y legal brindada a las madres, padres, hombres y mujeres cabeza de familia, se ha consolidado en nuestro medio. Para ello, habrá de hacerse necesaria referencia a la legislación protectora de la familia y en particular a los intereses de los menores de edad, Leyes 82 de 1993 y 750 de 2002:

El art. 2º de la Ley 82 de 1993 define la figura de “cabeza de familia” (aplicable al hombre que también reúna los requisitos): “…entiéndese por mujer cabeza de familia, quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar…”
Y el artículo 1º de la ley 750 nos dice que: La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá, cuando la infractora sea mujer cabeza de familia, en el lugar de su residencia o en su defecto en el lugar señalado por el juez en caso de que la víctima de la conducta punible resida en aquel lugar, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:…Que el desempeño personal, laboral, familiar o social de la infractora permita a la autoridad judicial competente determinar que no colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo, hijos menores de edad o hijos con incapacidad mental permanente....
Esa disposición fue modulada mediante la Sentencia C-184/03, cuando la Corte en aras de garantizar el derecho a la igualdad, pero sobre todo, los intereses de los niños, decidió extender sus efectos a los hombres cabeza de familia. En  esa ocasión, tuvo en cuenta que “…la medida se justifica constitucio​nalmente tan sólo en aquellos casos en que los derechos de los menores podrían verse efectiva y realmente afectados…, como premisa fundamental para la decisión que adoptó.

Actualmente, al expedirse la Ley 906 de 2004, se consagró en su artículo 461 la posibilidad que tiene el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de sustituir la pena, cuando en los condenados se presenten los casos en que sea factible sustituir la medida de aseguramiento. Para el evento que nos atañe, nos referiremos al numeral 5 del artículo 314 ibidem: Cuando la imputada o acusada fuere madre cabeza de familia de hijo menor de doce (12) años o que sufriere incapacidad mental permanente, siempre y cuando haya estado bajo su cuidado. En ausencia de ella, el padre que haga sus veces tendrá el mismo beneficio.

Del análisis de las disposiciones que regulan la concesión de la casa por cárcel, a las cuales nos hemos referido, puede la Sala concluir que contrario a lo contemplado en el artículo 38 del Código Penal que regula lo concerniente con la concesión de la prisión domiciliaria, para el caso específico de las madres cabeza de familia, no se estableció un límite cuantitativo de pena, toda vez que las normas así redactadas se refieren en la Ley 750 de 2002 sólo a esa condición y, en el sistema acusatorio, a la calidad de madre cabeza de familia de menor de doce (12) años, nada más.

Con tal panorama en mente, salta a la vista que el señor FLÓREZ BEDOYA bajo ninguna circunstancia puede ser calificado como padre cabeza de familia, dado que por un lado, en el hogar que conformó con su compañera permanente, su hija no se encuentra desprotegida, dado que cuenta con el respaldo de su progenitora; mientras respecto del otro hijo, se tiene que tampoco está en situación de desprotección habida cuenta de residir con su abuela paterna (madre del procesado) y, además, cuenta en la actualidad con la edad de trece (13) años, con lo cual se ha superado el límite legal dentro del cual es susceptible brindar la especial protección constitucional y legal prevista para los niños. 

Con tales planteamientos, se hace necesario confirmar la providencia impugnada.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, objeto de revisión. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      


  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
� Que la sentencia se haya impuesto por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión, o menos. 





� Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al operador jurídico deducir seria, fundada y motivadamente que no pondrá en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena.
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